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PROCURADURIA 4° JUDICIAL II AGRARIA Y AMBIENTAL DE  BOGOTÁ D.C.

Bogotá D.C. Agosto de 2019
PJAA4º- 2019-0253                                                    
Doctor
JAVIER CHAPARRO
Juez Civil del Circuito de Choconta
Carrera 5 No. 5-73

Edificio Molino del Parque

Choconta-Cundinamarca
Ref. Declaración de Pertenencia Adquisitiva de Dominio

        No. 2019-0122

Demandante: Helena Esther Brugman Miramon 

Demandado: Indeterminados
Respetado Doctor,

Acuso recibo de su comunicación mediante la cual se informa  que dentro del proceso de la referencia se dictó auto que admite la demanda.

Teniendo en cuenta que el Art. 46 del C.G.P. establece como función del Ministerio Público en los procesos que interviene, entre otras, procurar la defensa del ordenamiento jurídico, las garantías y derechos fundamentales, sociales, económicos, culturales o colectivos, procedo a emitir CONCEPTO respecto de la situación que se presenta en el caso que nos ocupa.

Previamente debe advertirse que el Art. 13 de la normatividad antes mencionada,  establece que las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento, y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa de la ley.

Conforme al radicado dado al asunto que nos compete, proceso de pertenencia No. 2019-0122, dicha demanda se presentó en el presente año, en plena vigencia el Código General del Proceso, en consecuencia, dicha normatividad es la pertinente aplicar al trámite o curso del mismo.

Visto el Art. 375 Ibidem, que regula el procedimiento de los procesos de pertenencia, se observa que en el numeral quinto se exige acompañar a la demanda un certificado del registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales principales sujetos a registro. Esta norma permite afirmar que es entonces el señor registrador de instrumentos públicos quien da la pauta para establecer, en principio, si el bien objeto del proceso es de dominio público o no, y, consecuencialmente, ser susceptible de adquirirse por el modo de la prescripción que se invocó en el escrito de la demanda. 

En el escrito de la demanda que nos ocupa se dice que el inmueble a usucapir se denomina Lote Chuscal, ubicado en la vereda Chaleche del municipio de Guatavita, inscrito al folio de matrícula inmobiliaria No. 50N-767494. 
A folio 8 del expediente, obra el certificado especial exigido por el ya mencionado art. 375, expedido por el señor registrador de instrumentos públicos de Choconta, donde indica que el inmueble Lote Chuscal no cuenta con titulares de derechos reales inscritos;  advirtiendo que puede tratarse de un predio de naturaleza baldía, que solo se puede adquirir por Resolución de Adjudicación de la Agencia Nacional de Tierras – ANT, artículo 65 de la Ley 160 de 1994.

Dada la anterior certificación, considera este Ministerio Público que la demanda allegada no satisfizo todos y cada uno de los requisitos exigido por la ley para haberla admitido, siendo contrario a derecho que se le haya dado curso, máxime si se dice que se trata de un predio baldío, circunstancia que lleva a rechazar la demanda o a declarar anticipadamente la terminación del proceso, según lo normado por el inciso segundo del numeral 4to de la norma en comenta; pronunciamiento que por medio de este escrito, comedidamente y con mi acostumbrado respeto, me permito solicitar al Señor Juez se sirva proferir.
Del señor Juez, cordialmente,
ALBA ROCIO AVILA AVILA
Procuradora 4º Judicial II Agrario y Ambiental de Bogotá
Bogotá D.C. Noviembre de 2018

PJAA4º- 2018-0425                                                    SIGDEA. E-2018-532243

Doctora

LAURA MILENA CARDENAS PARRA

Secretaria Juzgado Promiscuo Municipal de Villapinzon

Carrera 5 No. 4-43 Local 203

Villapinzon-Cundinamarca

Ref. Declaración de Pertenencia Adquisitiva de Dominio

        No. 2018-0090

Demandante: Ruth Vargas Reyes

Demandado: Indeterminados

Respetada Doctora,

Acuso recibo de su comunicación mediante la cual se informa  que dentro del proceso de la referencia se dictó auto calendado veintiocho (28) de septiembre del presente año, que dispuso esperar respuesta de la Agencia Nacional de Tierras sobre si el predio a usucapir es baldío o no de la Nación.

Sobre la situación planteada, lo primero que debo advertir es que si el predio a usucapir, inscrito al folio inmobiliario No. 154-2624, ubicado en la Cra. 5 No. 1-105 Sur de esa municipalidad, se  localiza en la zona urbana del municipio, al carecer de titular de derecho real, es un baldío, pero urbano, en consecuencia, la Agencia Nacional de Tierras no es el organismo encargado de dilucidar la naturaleza jurídica de dicho bien, ya que la competencia de dicha entidad se circunscribe a los predios rurales.

Valga anotar que una es la normatividad que regula los bienes baldíos rurales (Ley 160 de 1.994) y otra la que regula los bienes baldíos de naturaleza urbana. Estos  últimos están regulados por el artículo 123 de la ley 388 de 1997 que  preceptúa: “De conformidad con lo dispuesto en la Ley 137 de 1959, todos los terrenos baldíos que se encuentren en suelo urbano, en los términos de la presente Ley, de los municipios y distritos que no constituyan reserva ambiental pertenecen a dichas entidades territoriales”; disposición sobre la que la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado precisó: 


“Esta norma es de difícil interpretación en cuanto a la primera frase de la misma que dice "de conformidad con lo dispuesto en la ley 137 de 1959" pues a primera vista parece indicar que desde tal año los baldíos urbanos pertenecen a los municipios y no a la Nación. De lo expuesto en el acápite anterior, es claro que esta interpretación no es precisa, pues la ley 137 de 1959 no cedió ni entregó la propiedad de este tipo de inmuebles a tales entidades territoriales. En estricto sentido se cedió el derecho a obtener el precio de venta sobre los baldíos ocupados al momento de expedirse la ley, pero su regulación no fue más allá. 


” El artículo 123 que se analiza, hace parte de la ley 388 de 1997, que organizó el actual sistema de ordenamiento territorial a cargo de los municipios, por lo que es lógico entender que la cesión de los baldíos urbanos efectuada en esa misma ley, debe integrarse a la totalidad del ordenamiento territorial y manejarse con miras a su cabal realización. De esta manera, las finalidades de la cesión de los baldíos a las entidades territoriales son entonces las previstas en las leyes 9a. y 388 y, como se verá enseguida, las de la ley 768 de 2002, mas no el arbitrio rentístico que se desprende de la ley 137 de 1959.


” De esta afirmación se desprende que los ocupantes de los inmuebles baldíos urbanos carecen de derecho a la adjudicación o compra del inmueble, pues los municipios o distritos deben destinar los mismos a realizar los fines de las leyes de ordenamiento territorial, tales como: vías públicas, espacio urbano, servicios públicos, programas de vivienda de interés social, etc. Los municipios y distritos tienen entonces la obligación de recuperar los bienes baldíos ocupados con el fin de dedicarlos a las finalidades mencionadas. 


” De hecho con el artículo 123 de la ley 388 de 1997, los baldíos urbanos perdieron esa calidad y su propiedad se radicó en cabeza de los municipios, que deberán servirse de ellos conforme a las reglas de los planes de ordenamiento territorial. (Se resalta).


” Dado el caso en el que los municipios decidan que algunos de estos inmuebles deben ser vendidos, lo podrán hacer mediante licitación, según lo ordenan los artículos 35 y 36 de la ley 9 de 1989 y demás normas concordantes, salvo los casos expresamente exceptuados en la misma ley. Para determinar el precio base de venta, se aplicará el decreto 2150 de 1995 -art. 27- y el 1420 de 1998. 


” Entendido de esta forma el artículo 123 en comento, se supera el escollo de su posible inconstitucionalidad, pues si bien la titularidad en la propiedad de los baldíos es de la Nación, cuando la ley ordena integrar a los planes de ordenamiento territorial los bienes inmuebles baldíos comprendidos dentro de los límites urbanos, y dispone que "pertenecerán" a los municipios y distritos para que realicen las finalidades propias de esos planes, es claro entonces que el legislador los apropió y destinó con una finalidad específica, cumpliendo así el mandato del artículo 150–18 de la Constitución Política que le ordena al Congreso expedir las normas sobre "apropiación o adjudicación y recuperación de tierras baldías." La mayor autonomía municipal que la constitución actual otorgó a estas entidades, se ve realizada con la entrega de la adjudicación de los baldíos a los distritos y los municipios”
.


….

” Así, al evidenciarse que el predio debe calificarse como baldío urbano del Distrito Capital, al tenor de la ley y la jurisprudencia anotadas líneas atrás, improcedente es la acción de prescripción, máxime cuando el legislador previó otros mecanismos especiales para que un particular pueda adquirir la propiedad sobre esa clase de bienes (baldío).”.
De otra parte, bien claro es el actual Num 5 del Art. 375 del C.G.P., en ordenar que el certificado que se allegue en las demandas de pertenencia debe indicar los titulares de derechos reales sobre el bien a usucapir, de tal manera que si el aportado con la demanda no reúne ese requisito, debe inadmitirse la misma para que se cumpla con él dentro del término consagrado en la ley para ello (cinco días) y si no se allega, entonces proceder a rechazar la demanda por no cumplir el requerimiento respectivo, es decir, por no contar con todos los anexos exigidos en la ley y con las características establecidas en la misma. Hoy en día no es dable dar curso a un proceso de pertenencia con lo que antaño se conocía como certificado negativo de dominio.
Así las cosas, estimo que la presente demanda debe rechazarse por no reunir los requisitos de ley (Art. 375 C.G.P., en concordancia con el Arts 83 y 84 Ibidem. ). Es mi concepto.
Sin otro particular, me suscribo, cordialmente,

ALBA ROCIO AVILA AVILA

Procuradora 4º Judicial II Agrario y Ambiental de Bogotá
� Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto del 4 de noviembre de 2004, radicación 1.592.
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